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HONORABLE SENADO:








	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, tiene el honor de informaros, en primer trámite constitucional, acerca del proyecto de ley de la referencia, que tuvo su origen en una moción del H. Senador señor Hernán Larraín Fernández.





	La Comisión tuvo a la vista, durante el debate de esta iniciativa, las opiniones que recabó de los Ministerios de Justicia, Educación y Salud, Servicio Nacional de la Mujer, Policía de Investigaciones de Chile, Colegio Médico de Chile, y Centro de Estudios y Asistencia Legislativa de la Universidad Católica de Valparaíso.


- - -





ANTECEDENTES 





A.- Antecedentes legales





	1.- El Código Penal.





	Su Libro Segundo, denominado "Crímenes y simples delitos y sus penas", contempla los crímenes y simples delitos contra el orden de las familias y contra la moralidad pública en el Título VII, y trata de los crímenes y simples delitos contra las personas en el Título VIII.





	El mencionado Título VII se refiere al aborto en su párrafo 1, que consta de los artículos 342 al 345.





	El artículo 342 establece las penas para quienes causen maliciosamente un aborto, distinguiendo si se ejerce violencia en la mujer embarazada -a lo que le asigna una pena de presidio mayor en su grado mínimo-; si, aunque no se ejerza, se actúa sin el consentimiento de la mujer -presidio menor en su grado máximo-, y si la mujer consiente, caso en el cual se castiga con presidio menor en su grado medio.





	El artículo 343 sanciona con presidio menor en sus grados mínimo a medio, a quien con violencias ocasionare un aborto, aún cuando no haya tenido el propósito de causarlo, con tal que el estado de embarazo de la mujer sea notorio o le constare al hechor.





	El artículo 344 castiga a la mujer que cause su propio aborto o consiente que otra persona se lo cause, con presidio menor en su grado máximo.  Rebaja en un grado esta pena en caso del aborto denominado "honoris causa", esto es, el que provoca para ocultar su deshonra.





	El artículo 345 establece que el facultativo que, abusando de su oficio, causare el aborto o cooperare a él, incurrirá respectivamente en las penas del artículo 342, aumentadas en un grado.





	2.- El Código Civil.





	Su artículo 55 declara que son personas todos los individuos de la especie humana, cualesquiera que sea su edad, sexo, estirpe o condición.





	El artículo 74 señala que la existencia legal de toda persona principia al nacer, esto es, al separarse completamente de su madre.





	Agrega que la criatura que muere en el vientre materno, o que perece antes de estar completamente separada de su madre, o que no haya sobrevivido a la separación un momento siquiera, se reputará no haber existido jamás.





	El artículo 75, inciso primero, postula que la ley protege la vida del que está por nacer.  El juez, en consecuencia, tomará, a petición de cualquiera persona o de oficio, todas las providencias que le parezcan convenientes para proteger la existencia del no nacido, siempre que crea que de algún modo peligra.








B.-  Antecedentes de hecho





	En los fundamentos con que acompañó su moción, el H. Senador señor Larraín expone que el aborto en el sentido penal significa dar muerte al producto de la concepción; el bien jurídico protegido es la vida del embrión, y el objeto material de protección es el embrión vivo, aún cuando presente anormalidades.





	Continúa el señor Senador expresando, luego de recordar las disposiciones del Código Penal relativas al delito de aborto, que, no obstante que es sancionado con penas privativas de libertad, que van de presidio menor en su grado medio (541 días a 3 años) hasta presidio mayor en su grado medio (10 años y un día a 15 años), ellas rara vez superan los cinco años de presidio.  Así, a vía de ejemplo, cuando el aborto es causado por un tercero con el consentimiento de la mujer, la pena va de quinientos cuarenta y un días a tres años de presidio, y cuando la misma conducta es realizada por un facultativo, la sanción va de tres años y un día a cinco años de presidio.





	Añade que este hecho adquiere importancia si se analiza bajo la perspectiva de la procedencia de los denominados beneficios alternativos de las penas privativas o restrictivas de libertad. En efecto, la ley Nº18.216 dispone que estas penas pueden suspenderse por el tribunal que las impone si se concede la remisión condicional de la pena, la reclusión nocturna o la libertad vigilada. Estas medidas, en general, suponen que el condenado a una pena privativa de libertad no cumple con esta sanción al interior del establecimiento carcelario, sino que lo hace en libertad observando ciertas exigencias, como por ejemplo la de residir en un lugar determinado y la de presentarse con cierta periodicidad ante Gendarmería de Chile. De lo anterior se deduce que la posibilidad real de que un individuo que practica un aborto sea efectivamente privado de libertad, es relativa, ya que por la pena asignada al delito un alto número de culpables la cumplirá en libertad.





	Considera que esta situación no se ajusta a lo que debiera ser un mecanismo eficaz que desincentive la comisión de este delito por la vía de sancionar severamente a quienes atenten contra la vida intrauterina, y en consecuencia, contra quien no tiene ninguna posibilidad de defenderse de estas acciones.





	Por estas razones, propone aumentar la duración de las penas privativas de libertad, con el objeto de que las personas que sean condenadas a ellas, efectivamente sean privadas de su libertad ambulatoria, de tal manera que se generen desincentivos para la proliferación de este tipo de conductas, al aumentarse los costos que deban evaluarse al momento de tomar la decisión de incurrir en ellas.





	Plantea también la aplicación de sanciones consistentes en multas a los terceros que participan en la comisión de un aborto, porque, si se analizan las causas que los llevan a ejecutar estas acciones, se advertirá que están relacionadas con el fin de lucro que persiguen estos individuos, para quienes constituyen la realización de un verdadero negocio.  Una manifestación clara de este hecho es la existencia de una serie de clínicas clandestinas y de personas dedicadas a practicar abortos, previo pago de un precio por ello.





	Como una forma de avanzar en medidas tendientes a evitar la proliferación de verdaderos centros especializados en la comisión de abortos, sugiere sancionar esta conducta, de manera expresa, además, con la pena de comiso de todos los bienes muebles e inmuebles que se utilicen para realizar este hecho.





	Por último, propone establecer un sistema que incentive la denuncia oportuna y efectiva de prácticas abortivas, creando una circunstancia atenuante calificada para la mujer que, siendo culpable en consentir en que se le cause un aborto, coopere eficazmente con la autoridad administrativa, policial o judicial, en diligencias que sirvan para determinar el cuerpo del delito o las personas de los partícipes, o para prevenir o impedir la perpetración o consumación de este delito.





- - -








DISCUSIÓN GENERAL








	La Comisión estimó necesario consultar el parecer de distintas entidades sobre esta iniciativa de ley, solicitando a los Ministerios de Justicia, Educación y Salud y al Servicio Nacional de la Mujer que, además, proporcionaran antecedentes sobre los programas que desarrollan para prevenir la ocurrencia de abortos inducidos y apoyar a las mujeres que pudieran encontrarse en situación de riesgo o que hayan sido afectadas.








	1) Ministerio de Justicia





	La señora Ministro de Justicia, en oficio Nº 1057, de 30 de marzo de 1995, analizó en primer lugar la propuesta de la moción de trasladar la regulación del delito de aborto desde el Título relativo a los crímenes y simples delitos contra el orden de las familias y la moralidad pública, al que contempla los crímenes y simples delitos contra las personas.





	Hizo notar que la ubicación de este delito dentro del Código Penal dice relación directa con el bien jurídico protegido.  No cabe duda que los delitos contenidos en el Título VIII atentan contra la existencia del individuo; en cambio, los delitos contenidos en el Título VII, que atentan contra el orden de las familias y la moralidad pública, representan una cierta transición entre los que atentan contra bienes jurídicos individuales y los que ofenden bienes jurídicos comunes.  Citando al profesor don Alfredo Etcheverry, agregó que hay dos infracciones que no coinciden con ninguno de los bienes jurídicos que protege el título, cuales son el aborto y el abandono de menores: la primera atenta contra la vida del feto, y la segunda es un delito contra las personas, o en todo caso contra la seguridad, por ser una infracción de peligro.





	No obstante, añadió, es preciso considerar que nuestro Código Penal denomina su Título VIII del Libro II, como ya se ha expresado, "Crímenes y simples delitos contra las personas", y que, jurídicamente, debe entenderse por aborto la muerte inferida al producto de la concepción, que aún no es persona, y por lo tanto no puede considerarse como víctima de homicidio.





	Fue de parecer que la naturaleza y fines de las normas penales determinan un concepto diferente de persona al establecido en el artículo 74 del Código Civil, regla que no puede trasladarse sin más al campo penal, puesto que ella no está dada para todos los efectos legales, sino circunscrita a la adquisición y goce de los derechos civiles. Para los efectos penales el parto es una expresión indicativa del comienzo de la vida autónoma de la criatura, y, así, el concepto de persona aparece ligado solamente a su autonomía de vida.





	Concluyó, en cuanto a este punto, que una discusión de tal naturaleza requiere una lata reflexión no sólo académica sino que de la sociedad civil, y, por estas razones, no le pareció jurídicamente conveniente la nueva ubicación del delito de aborto propuesta por la moción en estudio.





	En otro orden de ideas, en lo que dice relación con el aumento de las penas privativas de libertad, sostuvo que es necesario tener en cuenta que las nuevas tendencias dentro de la criminología han puesto de manifiesto que la penalización aparece como sinónimo de renuncia de toda expectativa de resocialización del individuo. En este contexto, se destaca la tendencia contemporánea en derecho penal y penitenciario en orden a despenalizar las sanciones aplicables a las comisiones de delitos, ya que se ha comprobado que el cumplimiento de las penas extramuros, es decir, fuera de recintos penitenciarios, en el medio libre, a través de los mecanismos contemplados en las actuales legislaciones que establecen beneficios alternativos a las penas privativas o restrictivas de libertad, facilita la rehabilitación y reinserción en la sociedad del condenado, sea a través de la remisión condicional de la pena, la reclusión nocturna o la libertad vigilada, según corresponda.





	Criticó a continuación la propuesta central sobre nueva penalidad contemplada en el nuevo artículo 394 A de la moción, reflexionando que, en general, la fuerza, como instrumento que asegura el imperio del ordenamiento jurídico, tiene distintas expresiones: penal, punitiva, aparato coercitivo, toda ellas vinculadas al mismo fin de asegurar la eficacia del ordenamiento para garantizar la vida en común en todos sus aspectos. 





	Esas expresiones comparten características esenciales: deben ser recursos límites, mínimos, imprescindibles en cuanto a que si se omiten quedaría sin tutela la convivencia misma, la existencia y la personalidad del hombre - el derecho penal, aseveró, no es una herramienta para organizar  la vida social de los individuos, y no puede cargar con deficiencias existentes en otros ámbitos como la educación, la salud o el control policial preventivo-; deben ser útiles para el condenado y para la sociedad, necesarios y posibles, puesto que no debe confundirse la penalidad con las penas de encierro, y al determinarse una pena se debe verificar su utilidad en el caso específico para resocializar al delincuente, y también su conveniente y oportuna aplicabilidad, sin causar un daño mayor, cual sería el caso de dejar sin madre y por ende adicionalmente penalizados, otros hijos menores de la mujer condenada; y, finalmente, deben guardar armonía y proporción sistemática entre sí en relación a los bienes jurídicos que protegen.





	Por otro lado, compartió el criterio vertido en la moción, en orden a sancionar a los terceros que participan en la comisión de un delito de aborto con pena de multa, a la cual se agregará la de comiso.





	Sugirió incorporar al proyecto una norma que en forma expresa señale que, para acceder a los beneficios alternativos de las penas privativas o restrictivas de libertad, el condenado debe haber pagado, a lo menos, la mitad del valor de la pena de multa y el saldo en un plazo determinado, bajo apercibimiento de cumplir la pena privativa de libertad interno en un establecimiento penitenciario.





	A su juicio, los recursos provenientes de multas y comisos debería recibirlos una institución pública sin fines de lucro vinculada a la protección, capacitación y estímulo de la mujer y la familia, como el Servicio Nacional de la Mujer, el cual podría formar y sostener fundaciones o corporaciones cuyo objetivo sea la atención de la mujer embarazada en forma integral, incluyendo capacitación laboral, o sólo parcial, con énfasis en la salud, privilegiando la atención de  mujeres adolescentes embarazadas. Esto ayudaría a cumplir una efectiva labor preventiva y disuasiva respecto del delito de aborto, que contribuya a garantizar la protección de la vida del que está por nacer.








	2)  Ministerio de Educación





	El señor Ministro de Educación , consultado sobre el proyecto, señaló mediante oficio 07-2023, de 4 de octubre de 1994, que esa Cartera ha formulado, a través del Programa de la Mujer, estrategias de intervención orientadas a la prevención al tratar el tema de la sexualidad.  Se ha procurado promover la educación sexual en los establecimientos educacionales, con la participación de especialistas, agentes educacionales, la familia y otros sectores de la comunidad, todo ello en el marco de sus propios proyectos educativos.





	En este contexto, añadió el Ministerio, se ha buscado evitar la exclusión de alumnas embarazadas del sistema regular de educación y comprometer a toda la comunidad educativa en la solución de los problemas que afectan a los alumnos, mediante la dictación de la circular Nº 247, de 27 de febrero de 1991.  Su objetivo es precisamente flexibilizar el sistema de asistencia y evaluación para que las futuras madres, y también las que ya lo son, puedan cumplir con su rol natural simultáneamente con sus deberes escolares.





	Consideró el señor Ministro que medidas de esta naturaleza colaboran con la prevención del aborto, especialmente en adolescentes que asisten a algún establecimiento educacional del sistema.





	La referida circular, que acompañó a su respuesta el mencionado Secretario de Estado, contiene instrucciones impartidas por el señor Subsecretario de Educación a los Secretarios Regionales Ministeriales, Jefes de Departamentos Provinciales y Directores de establecimientos educacionales del país.





	Se dispone en ella que los educandos que cambien de estado civil o se encuentren en estado de gravidez terminarán su año escolar en el mismo establecimiento en calidad de alumno regular.  Como criterios generales de procedimiento, el Director del establecimiento podrá autorizar su promoción con porcentajes menores de asistencia, previa consulta al Consejo General de Profesores; se requerirá al apoderado el certificado que acredite la situación especial del alumno; el Consejo de Profesores del curso, presidido por el Profesor Jefe, determinará el calendario de evaluaciones; se comprometerá al apoderado en el cumplimiento de los deberes escolares de su pupilo; la Dirección del establecimiento velará porque se establezca la coordinación pertinente con el consultorio médico local, cuando la familia de la alumna en estado de gravidez no asuma esa responsabilidad, y se comunicará al Departamento de Educación Provincial las situaciones especiales de asistencia ocurridas en el establecimiento.





	Al año siguiente -agrega ese documento- los alumnos señalados podrán continuar sus estudios en sus establecimientos de origen o en establecimientos diurnos, vespertinos o nocturnos.  Si en la localidad no hubiere otros establecimientos que impartan igual o similar nivel o especialidad, el establecimiento de origen debe mantener al educando en calidad de alumno regular hasta que termine su escolaridad.





	Las situaciones singulares y de excepción son resueltas por el respectivo Secretario Regional Ministerial de Educación, quien debe tener presente el objetivo de favorecer la permanencia de los educandos en el sistema de educación regular.





	Termina la circular ordenando que, cualquiera sean las situaciones especiales, la unidad educativa deberá intensificar el carácter formativo de la sexualidad humana, haciendo hincapié en los aspectos afectivos, valórico, ético y fisiológico, a nivel de alumnos y apoderados.








	3) Ministerio de Salud





	El señor Ministro de Salud remitió un informe técnico el 26 de abril de 1995, el cual aseguró que existen sólo dos formas de control voluntario de la natalidad: el uso de métodos anticoncepcionales, incluida la abstinencia periódica, y el aborto inducido. El embarazo no deseado, condición que predispone a la realización voluntaria de un aborto, se asocia con ignorancia de la propia fisiología de la mujer y la falta de uso, o uso inadecuado, de medios anticoncepcionales eficaces.





	Afirmó que la magnitud e impacto del aborto inducido en nuestro país continúa representando un serio problema de salud pública.  En un reciente estudio sobre  la realidad del aborto clandestino en seis países latinoamericanos, las estimaciones efectuadas en Chile, con datos del año 1990, señalan una cifra de 159.650 abortos inducidos en el país -uno de cada tres embarazos, según se precisa en documento anexo al informe-, cantidad que se obtiene multiplicando por cinco los egresos hospitalarios por complicaciones de aborto inducido.





	Dio a conocer que la información oficial de que dispone el Ministerio es el total de egresos hospitalarios por aborto, sin poder precisar cuántos de estos corresponden a aborto espontáneo y cuántos a aborto inducido.  Este indicador se ha mantenido en una cifra de alrededor de 45.000 egresos anuales en los últimos años.  Otra información disponible es el número de muertes maternas secundarias a complicaciones del aborto inducido, realizado en condiciones clandestinas: esta cifra oscila entre 30 y 40 muertes cada año, lo que a su vez representa un tercio del total de muertes maternas en el país.  Los costos asistenciales -añade el referido documento anexo- se estimaron en 1987 en 4.3 millones de dólares.





	Reflexionó en cuanto a que la decisión de realizar un aborto inducido se relaciona con factores sicológicos y socioculturales de difícil abordaje: mala situación económica, abandono de la pareja masculina, temor a pérdida de un trabajo remunerado, etc.  La magnitud del aborto inducido ha sido considerada un indicador de demanda de servicios anticoncepcionales no satisfecha, porque es difícil que alguien decida optar voluntariamente por un aborto, si dispone de información adecuada y accesibilidad oportuna a servicios anticoncepcionales eficaces.





	Sostuvo que, desde el comienzo de las actividades de planificación familiar en el país, en el año 1966, las políticas de salud sobre la materia consideran como la principal estrategia para enfrentar este problema su prevención activa, otorgando servicios anticoncepcionales de cobertura nacional, accesibles, de elección libre e informada por la población usuaria de los mismos. La posición oficial de Chile en la reciente Conferencia Internacional sobre Población  y Desarrollo de El Cairo, fue no al aborto y sí a la planificación familiar, y se basó en el concepto de la paternidad responsable, impulsado desde ese Ministerio, que permite lograr embarazos y nacimientos deseados libremente por ambos padres.





	Frente a la persistencia de la práctica del aborto inducido, revelada en el estudio mencionado, dijo que el Ministerio desea mejorar la calidad de los servicios anticoncepcionales que actualmente se entregan en nuestro país, aumentando la actual cobertura, que alcanza entre un 18% y un 20 % de las mujeres en edad fértil; focalizándola en aquellos grupos que presentan mayores riesgos, tales como embarazadas adolescentes, mujeres jefas de hogar y mujeres con antecedentes de otros abortos; incorporando elementos de educación sexual y de consejería individualizada; y, en la medida de lo posible, ampliando la oferta de los métodos actualmente disponibles, a través de Consultorios especializados en salud reproductiva.





	La magnitud de los esfuerzos requeridos -recalcó- excede con mucho las posibilidades del Ministerio, lo cual hace necesaria una participación activa de los distintos sectores y actores sociales.





	En lo que dice relación con las sanciones establecidas para terceros, facultativos o no, consideró plenamente justificado que una mayor severidad se plantee en relación con profesionales calificados que, alejándose de postulados éticos fundamentales como lo es la protección a la vida en cualquiera de sus momentos, realizan abortos inducidos por meras razones pecuniarias.  Pero -advirtió- la penalización ampliamente conocida para quienes practican estas intervenciones, hasta ahora no ha resultado eficaz en la prevención de esta práctica, y aumentar las sanciones penales y pecuniarias para quienes realizan abortos, probablemente sólo incidirá en aumentar los costos del aborto realizado en la clandestinidad.





	Concluyó calificando como una evidente desigualdad el hecho de que toda la responsabilidad legal en el aborto inducido, junto con los diversos riesgos asociados al procedimiento, recae en la mujer, sin considerar una eventual responsabilidad de la pareja masculina que puede actuar como motivador, por abandono afectivo, o como inductor de esta práctica. Aseveró que en muchos casos la mujer que se somete a un aborto voluntariamente, lo hace motivada por una situación de fuerte presión emocional y social ante un embarazo no deseado, y esto, en opinión de algunos expertos en el tema, la hace ser más una víctima de una serie de factores psicosociales, que una trasgresora social.








	4) Servicio Nacional de la Mujer





	En oficio Nº 364, de 13 de octubre de 1994, la señora Ministro Directora del Servicio Nacional de la Mujer sostuvo, haciendo una evaluación general de la moción, que es útil no abusar del recurso pena privativa de libertad, sino que considerar otras penas adecuadas a cada caso y generalmente más efectivas, como, por ejemplo, las pecuniarias.  En este sentido, juzgó interesantes las multas propuestas,  que deberían en todo caso ajustarse a los ingresos reales de los condenados, mediante el llamado sistema de multas día, según el cual se impone el pago de algunos días de ingreso diario como multa, con lo cual se garantiza que el costo propio de una sanción penal sea objetivamente mantenido, incluso para quien tiene altos ingresos.





	Informó también este Servicio acerca de los programas que está llevando a cabo para prevenir la ocurrencia de abortos inducidos y apoyar a las mujeres que pudieran encontrarse en situación de riesgo o que hayan sido afectadas.





	A este respecto, manifestó que se encuentra rediseñando su Programa de Prevención del Embarazo Adolescente, que, por lo mismo, aún no está en fase de ejecución.  De todos modos -observó- los programas que tiene a su cargo ese Servicio son pensados como instancias piloto, cuyos resultados contribuirán al diseño de políticas más globales.  Agregó que estos programas, en algunos casos, son traspasados a las municipalidades, bajo la asesoría inicial del Servicio.





	Otro de los programas planteados con prioridad es el Plan de Igualdad de Oportunidades para las mujeres 1994-1999, que contempla diversos objetivos y acciones sectoriales, entre ellos el de salud.





	Expuso ese Servicio que no posee programas que prevengan directamente la ocurrencia de aborto inducido o apoyen a personas en riesgo o afectadas por esta situación, si bien, de modo indirecto, el Programa de Prevención del Embarazo Adolescente y el trabajo sectorial que se viene realizando tienen por objetivo generar condiciones de bienestar físico y psíquico para la mujer y evitar, por este camino, la ocurrencia de abortos.





	Finalizó transcribiendo la versión preliminar de la traducción del apartado sobre el aborto que fue aprobado por la mayoría  de los países asistentes a la Conferencia Internacional de Población y Desarrollo realizada en El Cairo.  En ese documento se postula evitar que se promueva el aborto como método de planificación familiar; incrementar el compromiso con la salud de la mujer y ocuparse de los efectos de los abortos realizados en malas condiciones como un problema de salud pública; otorgar información fidedigna y asesoramiento comprensivo a las mujeres ya embarazadas; asignar siempre máxima prioridad a prevenir los embarazos no deseados, lo que llevaría a disminuir las posibilidades de aborto.  En los casos en que el aborto no es contrario a la ley, debe realizarse en condiciones de seguridad, y en todo caso, las mujeres deberían tener acceso a servicios de calidad para tratar las complicaciones de abortos. Se deberían ofrecer con prontitud servicios de planificación de la familia, educación y asesoramiento postaborto que ayuden a evitar la repetición de abortos.








	5)  Policía de Investigaciones de Chile 





	El señor Director General Subrogante de esta institución, en su informe contenido en oficio Nº 782, de 28 de septiembre de 1994, señaló que la Policía de Investigaciones concuerda plenamente con la afirmación de la moción de que las penas actualmente asignadas al aborto son demasiado benignas y no impiden que este delito siga proliferando, transformándose en un negocio lucrativo que ha permitido el aumento de las clínicas clandestinas y de personas dedicadas a la práctica del aborto, más aún cuando, en el evento de ser detenidos, procesados y condenados, sus autores, cómplices o encubridores tienen la posibilidad de acogerse a los beneficios que consagra la ley Nº 18.216, que les permite cumplir la pena en libertad.





	Si bien respalda la intención rehabilitadora del mencionado cuerpo legal, piensa que hay determinados casos en que  la ley debe ser rigurosa para sancionar ciertos ilícitos, entre los cuales se encuentra el aborto, ya que es un crimen deleznable, que merece un castigo ejemplar, atentar contra el producto de la concepción, dada la indefensión en que se encuentra la víctima de este delito. Lo anterior no obsta a que respecto de los responsables puedan implementarse medidas de rehabilitación para que, al cumplir la pena impuesta, se reinserten adecuadamente en la sociedad.





	Concuerda dicha institución policial con la moción en cuanto a que el bien jurídico protegido por el delito de aborto es el de la vida humana, recogiendo el mandato constitucional establecido en el artículo 19, Nº1, de la Constitución Política, por lo que encuentra acertada su inclusión como delito contra las personas, y la asignación de penas más severas que las que actualmente contempla nuestra legislación penal. A su juicio, no es correcto considerar el aborto como un delito contra el orden de las familias y la moralidad pública, por cuanto no necesariamente ofende al orden de las familias, pues es igualmente grave el aborto cualquiera sea el estado civil o la edad de la mujer, ni tampoco atenta contra la moral sexual.





	Estima, sin embargo, que sería más apropiado incorporarlo como párrafo 2º del título VIII del Libro Segundo del Código Penal, en lugar del infanticidio, considerando que este último ha sido cuestionado por muchos juristas , atendido que su tipificación quedaría comprendida en el parricidio y no se encuentra razón que justifique asignarle una pena menor porque se haya cometido dentro del plazo de 48 horas de nacida la criatura.





	Se manifiesta partidario también del proyecto, en lo relativo a rebajar la pena de la mujer que coopere con las autoridades administrativas, policiales o judiciales en la persecución del delito de aborto, ya que ello incentivará a muchas mujeres que lo cometan a recurrir ante esas autoridades para que se castigue a los responsables, especialmente cuando la comisión de estos delitos significa un lucrativo negocio para ellos.





	Hace presente, eso sí, que a su juicio la iniciativa presenta un vacío que es necesario llenar introduciendo la figura del aborto terapéutico, toda vez que existen patologías del embarazo que ponen en evidente peligro la vida de la madre e incluso impiden la viabilidad de sobrevivencia del feto. Piensa que debería existir un mecanismo legal que permita, en estos casos excepcionales, interrumpir la gestación para salvar la vida de la mujer, considerando, además, que ésta puede tener otros hijos a quienes atender y cuya muerte los dejaría sin el cuidado materno.  Sugiere, al efecto, ciertas providencias que habrían de adoptarse para asegurar que el aborto terapéutico sea realmente tal, y no enmascare un aborto criminal.








	5) Colegio Médico de Chile





	El Colegio Médico de Chile A.G., por medio de la Carta Nº 214 de la Presidencia del Consejo General, de 16 de marzo de 1995, remitió un informe elaborado por su Comisión de Bioética.





	Se expone en ese documento que toda discusión acerca del aborto debe comenzar por el problema de determinar el comienzo de la vida.





	Declara que,  tanto desde el punto de vista biológico como filosófico, no hay ninguna duda que la vida humana comienza desde el momento mismo de la concepción, es decir, cuando se unen físicamente el espermatozoide y el óvulo para dar origen al zigoto que posee la carga genética (genoma), aportada por ambos progenitores, pero que es única del nuevo ser y que portará durante toda su vida.  El zigoto es biológica y antropológicamente humano.





	Continúa razonando que, siguiendo el principio de continuidad de la vida, que implica un proceso de humanización creciente, no tiene lugar una diferenciación arbitraria, en que, a partir de un momento dado de diferenciación embrionaria se alcanzaría el estatuto de persona, sino, por el contrario, cada etapa es condición "sine qua non" de la posterior.  Tal concepción admite el esbozo potencial de ser humano, aunque el desarrollo del embrión no haya alcanzado un índice biológico determinado.





	Estima que el valor creciente de la potencialidad humana del embrión, independientemente del estado evolutivo, se considera como un valor concreto que no autoriza su destrucción, sino solamente cuando otros valores considerados como más importantes serían amenazados por la prosecución del desarrollo embrionario fetal.  Esta afirmación, señala, debe tomarse en cuenta al considerar el aborto terapéutico, no reconocido en nuestra legislación, pero que forma parte de la realidad de la práctica médica. Tal situación afecta a aquellas mujeres que padecen de una enfermedad grave, para quienes la prosecución del embarazo podría significar una menor posibilidad de éxito terapéutico de los tratamientos disponibles, con peligro de muerte; una sobrevivencia menor; o un serio atentado a su salud, situaciones que deberían ser claramente reguladas.  Sin embargo -advierte- un grupo importante de médicos considera que no existirían patologías maternas que justifiquen tal procedimiento.





	Respecto del aborto provocado con características eugénicas, que apuntan a la eliminación del embrión afectado o que presente grandes posibilidades de ser afectado por una enfermedad genética u otra, en razón de su complejidad o la incertidumbre diagnóstica en la mayoría de los casos, recomienda una actitud de prudencia extrema.  Cree que la prohibición de esta práctica debería ser la norma general, con las solas excepciones de patologías fetales graves, detectadas con mucha precocidad y cuya conocimiento esté suficientemente fundamentado desde el punto de vista clínico y de la investigación.





	Prosigue diciendo que el aborto es un delito que el Código Penal ubica dentro de los delitos contra el orden de las familias y no contra las personas, porque para la ley el feto no es persona sino cuando nace, esto es, cuando se separa totalmente del cuerpo de la madre, conforme establece el artículo 74 del Código Civil.





	Observa que el Código Penal no define el aborto, el cual, según los tratadistas, es "la muerte inferida al producto de la concepción, que aún no es persona" o la "muerte inferida a un feto". Algunos autores hablan de feticidio o muerte dolosa del feto. Si el feto es expulsado prematuramente puede morir o no: si no muere es parto prematuro, y no es delito.  Lo esencial del delito de aborto es, pues, la destrucción de la vida del feto y no la expulsión prematura.





	Opinando directamente acerca del proyecto en informe, piensa que la ubicación del delito en el título de los delitos contra las personas es una innovación conceptual importante, y la razón es atendible, porque el aborto no ofende necesariamente el orden de la familia -ya que es igualmente punible el aborto de una mujer casada que el de una soltera, o el de una menor de edad que el de una adulta, independientemente de la relación familiar-, sino la existencia del feto, que, si bien es cierto que la ley no lo considera persona, puede ser favorecido con diversas medidas de protección, en virtud del artículo 75 del Código Civil.





	Hace ver que el proyecto no intenta atacar las causas de esta lacra social, sino sólo aumentar la penalidad y castigar duramente a quienes convierten en la práctica abortiva en la realización de un verdadero negocio, lo que es un propósito laudable, pero no apunta al fondo del problema.





	Cree conveniente señalar que la responsabilidad médica, establecida en el artículo 345 actual y en el 394 D propuesto, debe entenderse en armonía con el artículo 119 del Código Sanitario, que prohibe la realización de cualquier acción cuyo fin sea provocar un aborto, y en virtud del cual se derogó el aborto terapéutico que los médicos podían realizar en determinadas situaciones de emergencia y bajo resguardos técnicos, sin responsabilidad penal.  Es de parecer, al respecto, que el actual artículo 345 del Código Penal, en casos muy calificados, permite al médico demostrar que no abusó de su oficio al causar un aborto o participar en él, liberándolo por consiguiente de responsabilidad penal.  A su juicio, por tanto, la disposición propuesta en la moción es grave por cuanto suprime la frase "abusando de su oficio", que permite al juez apreciar la conducta del médico, por lo que prefiere mantener el texto actual.








	6)  Centro de Estudios y Asistencia Legislativa de la Universidad Católica de Valparaíso.





	El Consultor de este Centro, profesor de Derecho Penal don Luis Rodríguez Collao, analiza en su informe la situación actual del delito de aborto en nuestro país, sosteniendo que la protección que el ordenamiento jurídico brinda al ser humano en gestación es deficiente, entre otras razones, por el hecho de que solamente se castigan las conductas dolosas que atentan contra la vida del ser humano en gestación y no las acciones u omisiones culposas, ni las que puedan lesionar su integridad física o su salud sin causarle la muerte; por la benignidad de las penas asignadas al aborto, que deberían ser a lo menos equivalentes a las del homicidio; y por la pervivencia de una figura anacrónica como es la del aborto "honoris causa", en que un ataque contra la vida cede pie frente a otro menos valioso, como es el honor.





	Afirma que en todas estas situaciones subyace una diversa valoración de la vida en su etapa previa y en su etapa posterior al nacimiento, que no se condice con el reconocimiento constitucional del concepto de dignidad personal, ni con el carácter de valor supremo que la propia Carta Fundamental atribuye a la vida.





	Sostiene que actualmente nadie discute que el bien jurídico tutelado por la figura del aborto es la vida del ser humano en gestación, lo que confirma el hecho de que en el Código Penal español de 1848-1850, que sirvió de modelo al nuestro, efectivamente aparecía contemplado entre los delitos contra la vida.  De allí que, en su opinión, no exista inconveniente para trasladar los tipos actuales al Título VIII del Libro II del Código Penal.





	Efectúa, a continuación, diversas consideraciones sobre la penalidad del delito de aborto, la culpabilidad en el mismo, la pena de comiso, y los factores de atenuación de la responsabilidad penal, que fueron debidamente ponderados por la Comisión en su oportunidad.





	Concluye diciendo que el proyecto se inscribe en la idea de perfeccionar la protección jurídica del ser humano en gestación, al aumentar las penas del aborto y trasladarlo a los delitos contra las personas. Sin embargo, a su juicio, no consigue salvar dos de la objeciones que merece la actual regulación, como son la impunidad del aborto culposo y de los atentados que pudieren afectar la integridad física o la salud de las personas no nacidas.





	Agrega que el aumento de las penas para el aborto produce un factor de desarmonía entre las penas asignadas a los delitos que atentan contra la vida y no guarda congruencia con la entidad de la lesión jurídica que en cada caso se pretende sancionar.





	Por lo expuesto, a pesar de su convicción acerca de la necesidad de reformar la normativa para proteger al ser humano en gestación, cree que este tema debe ser abordado en una perspectiva más general, que realmente solucione los problemas de la legislación vigente.





- - -








	En la discusión que se produjo en el seno de la Comisión, el H. Senador señor Larraín se explayó sobre los motivos que inspiran su moción, indicando que el aborto se ha incrementado extraordinariamente en el último tiempo, y, aunque no hay registros oficiales, se estima que la cifra alcanza entre 150.000 y 200.000 al año, cifra que se calcula por los egresos hospitalarios por complicaciones de abortos y se multiplica por cinco.  Lo consideró un problema de gran magnitud, que, por cierto, no puede ser enfrentado solamente por la vía penal -a que se limita este proyecto de ley-, sino mediante un conjunto de medidas en ámbitos tales como el de educación y de salud, que desincentiven la comisión de este delito, y generen una adecuada cultura sexual.





	Precisó que el proyecto persigue cuatro objetivos fundamentales:





	1) Cambiar la actual ubicación del delito en el Código Penal, a fin de regularlo en el Título concerniente a los delitos contra las personas.





	2) Aumentar las penas, para que los condenados no puedan beneficiarse con los beneficios alternativos a las penas privativas de libertad, tales como la remisión condicional de la pena.





	3) Agregar a las sanciones que merece el aborto las penas de multas y comiso, por cuanto para algunos es una actividad lucrativa, cuyo precio dice relación con las semanas que el embrión lleva en el vientre materno, que, por los antecedentes que ha recogido, llega a alrededor de cincuenta mil pesos por semana, lo que ha producido que incluso clínicas conocidas hagan negocio con esta actividad delictual.





	4) Incluir la posibilidad del arrepentimiento eficaz de la mujer que comete o permite su propio aborto, y rebajarle en ese caso la pena, porque una de las mayores dificultades que se presentan en la investigación es la de acreditar el delito y verificar las autorías. Subrayó que los procesos por aborto son pocos y menos aún las condenas, por el problema de prueba y porque los implicados se protegen mutuamente.





	La Comisión concordó con las finalidades del proyecto, y estimó que, idealmente, deberían tomarse, en forma conjunta, una serie de medidas tendientes a prevenir el aborto, como educar a la población a través de medios masivos, en especial los de comunicación social, facilitar la adopción de menores, y favorecer la acción de entidades que apoyen a la mujer que esté en situación de riesgo.





	- Sometido a votación en general, el proyecto fue aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Larraín y Zaldívar.








- - -























DISCUSIÓN PARTICULAR





Artículo Único





Nº1)





	Propone intercalar como párrafo tercero del Título VIII del Libro Segundo del Código Penal el actual párrafo primero del Título VII del mismo Libro.  En concordancia con ese cambio, los actuales artículos 342 a 345 pasan a ser artículos 394 A, 394 B, 394 C y 394 D, respectivamente, y se modifica la numeración correlativa de los restantes párrafos del Título VIII.





	Hizo presente el H. Senador señor Larraín que no le parecía oportuno recoger la sugerencia contenida en algunos de los informes hechos llegar a la Comisión de suprimir en esta ocasión el infanticidio como figura penal autónoma, porque es una materia diversa, y se encuentra estudiando otra iniciativa de ley específica sobre ese delito.





	La mayor parte de los miembros de la Comisión estuvo de acuerdo en cambiar la ubicación del aborto en el Código Penal a fin de contemplarlo entre los crímenes y simples delitos contra las personas, por estimar -coincidiendo con la autorizada opinión del Colegio Médico de Chile- que la existencia del ser humano se inicia con la concepción y, por tanto, debe protegerse la vida desde ese momento.





	El H. Senador señor Sule anticipó que votaría en contra de la mayoría de las disposiciones del proyecto de ley, por discrepar del aumento de las penas para este delito, y ser partidario de no legislar sobre la materia, mientras no se considere nuevamente la existencia del aborto terapéutico.





	- Sometido a votación el Nº1, fue aprobado con cambios formales, al recibir los votos favorables de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero; en contra lo hizo el H. Senador señor Sule y se abstuvo el H. Senador señor Páez.








Nº2)





	Sustituye el actual artículo 342 del Código Penal, que pasa a ser artículo 394 A, con el propósito de reemplazar las sanciones para quienes realicen alguna de las tres conductas que describe ese artículo, y adicionarle un inciso segundo, nuevo.





	El inciso primero mantiene su encabezamiento, es decir dispone que "el que maliciosamente causare un aborto será castigado" con las penas que siguen, contenidas en tres numerales.





	El Nº 1º, para el caso de que se ejerciere violencia en la persona de la mujer embarazada, propone una pena de presidio mayor en su grado medio y multa de 300 unidades tributarias mensuales.





	El autor de la moción presentó una indicación, sustituyendo la pena privativa de libertad por la de presidio mayor en su grado máximo.  Explicó que deseaba replantear las penas contempladas en su moción para este caso y el siguiente -esto es, cuando se obre sin consentimiento de la mujer-, en el sentido de que sea mayor en la especie.





	El H. Senador señor Otero sostuvo que le parecía excesiva la pena de presidio mayor en su grado máximo, esto es, de quince años y un día a veinte años, que el Código Penal reserva para delitos horrendos como el parricidio.  Estimó que debe darse al juez la posibilidad de considerar las distintas situaciones que se le presenten, y propuso al efecto establecer una graduación de la pena, teniendo como límite máximo el presidio mayor en su grado medio propuesto en la moción -lo que en todo caso significa un aumento en relación a la norma vigente, que establece el presidio mayor en su grado mínimo-, y, asimismo, permitir que la multa se regule por el tribunal entre las 100 y las 300 unidades tributarias mensuales, atendiendo las posibilidades económicas del condenado.





	El Senador señor Larraín sostuvo que le interesa dar una señal de que estos hechos merecen una pena mayor que la actual, porque se está atacando a quien no tiene posibilidad de defenderse por sí mismo, y además se violenta a la madre.





	El H. Senador señor Sule estimó que el aumento de pena no ayuda a que se produzcan más condenas.  Por el contrario, en Francia, luego del aumento de penas disminuyó la cantidad de procesos y de condenas, de modo que, por una razón de realismo jurídico, no es partidario de elevarlas.





	Ante las observaciones de los señores miembros de la Comisión, el H. Senador señor Larraín resolvió retirar su indicación, e hizo saber que aceptaba la propuesta de establecer, para este caso, una pena de presidio mayor en su grado mínimo a medio y multa de 100 a 300 unidades tributarias mensuales, de modo de que el juez, en conformidad con el artículo 70 del Código Penal, considere las facultades económicas del responsable al aplicarle esta última sanción.





	- Sometidos a votación el encabezamiento del artículo y el número 1º, con las modificaciones antedichas, resultaron aprobados por tres votos a favor, uno en contra y una abstención. Votaron favorablemente los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, en contra lo hizo el H. Senador señor Sule y se abstuvo el H. Senador señor Páez.








	El Nº 2º castiga el aborto causado, aunque no se ejerza violencia, si se obró sin el consentimiento de la mujer, con la pena de presidio mayor en su grado máximo y multa de 200 unidades tributarias mensuales.





	El H. Senador señor Larraín presentó una indicación sustitutiva, proponiendo disminuir en un grado la pena de presidio, a presidio mayor en su grado medio.





	La Comisión, a raíz de los acuerdos adoptados respecto del número anterior, acordó acoger la indicación con modificaciones, consistentes en reducir la pena a presidio mayor en su grado mínimo y rebajar la multa, fijándola de 50 a 100 unidades tributarias mensuales.





	- En esta forma, la indicación resultó aprobada por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín, Otero, Páez y Sule.





	El Nº 3º, para el caso de que la mujer consintiere en el aborto, contempla una pena de presidio mayor en su grado medio y multa de 300 unidades tributarias mensuales.





	Consecuentemente con los acuerdos anteriores, la Comisión estimó preferible bajar la pena propuesta a presidio menor en su grado máximo -con lo que se aumenta un grado en relación con la norma vigente- y permitir la graduación de la multa entre 100 y 300 unidades tributarias mensuales.





	- Sometido a votación en la forma antedicha, este número resultó aprobado por cuatro votos contra uno. A favor votaron los HH. Senadores señores Fernández, Larraín, Otero y Páez, y en contra lo hizo el H. Senador señor Sule, quien estuvo por mantener la disposición vigente.





	El inciso segundo establece que , sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 21 -esto es, que el comiso de los instrumentos o efectos del delito es una pena común a los crímenes, simples delitos y faltas-, al que cause aborto se le aplicará la pena de comiso, la que se hará efectiva sobre los bienes muebles e inmuebles utilizados para la comisión del delito y sobre los dineros que hubiere recibido para ello.





	El H. Senador señor Larraín presentó una indicación para sustituir este inciso, con el objeto de especificar que el comiso se aplica a quienes resulten responsables del delito, y que se hará efectivo sobre los bienes muebles y dineros, suprimiendo la referencia a bienes inmuebles.





	Sin embargo, al analizar en detalle las proposiciones, la mayoría de la Comisión fue de opinión de no incorporar este nuevo inciso, por considerar que -al desecharse el comiso de inmuebles- la materia ya está adecuadamente contemplada en el artículo 31 del Código Penal, que señala que toda pena que se imponga por un crimen o simple delito, lleva consigo la pérdida de los efectos que de él provengan y de los instrumentos con que se ejecutó, a menos que pertenezcan a un tercero no responsable del crimen o simple delito.





	- Puestos en votación la indicación sustitutiva y el inciso segundo de la moción, resultaron rechazados por tres votos contra dos. En contra lo hicieron los HH. Senadores señores Otero, Páez y Sule, y a favor los HH. Senadores señores Fernández y Larraín.








Nº3)





	Sustituye el artículo 344 vigente, por otro que consta de tres incisos.





	El inciso primero sanciona a la mujer que causa o consiente en su propio aborto con presidio mayor en su grado medio.





	La Comisión se mostró renuente a disponer el solo aumento de las penas para la mujer que causa su aborto o consiente en que otra persona se lo cause, por cuanto las motivaciones que la impulsan a actuar son diferentes de las que guían a quienes convierten estas prácticas en una actividad lucrativa.  Debido a ello, optó por flexibilizar las penas, a fin de dar al juez la posibilidad de decidir de acuerdo al mérito del proceso, por lo que mantuvo como mínimo la pena que existe actualmente, esto es, presidio menor en su grado máximo, pero agregando, como tramo superior, el de presidio mayor en su grado mínimo.





	- Sometido a votación el inciso primero, resultó aprobado con las mencionadas modificaciones por cuatro votos contra uno. Votaron favorablemente los HH. Senadores señores Fernández, Larraín, Otero y Páez, y en contra lo hizo el H. Senador señor Sule, quien se declaró partidario de conservar el precepto vigente.





	El inciso segundo mantiene la norma que consagra la figura denominada por la doctrina como "aborto honoris causa", esto es, cuando la mujer comete aborto para ocultar su deshonra.





	El H. Senador autor de la moción, recogiendo observaciones realizadas tanto por HH. señores miembros de la Comisión, como por las entidades que informaron el proyecto, en el sentido de que esta atenuante de responsabilidad debería ser eliminada, porque sobredimensiona un bien jurídico, como la honra, en desmedro de la vida, presentó indicación para suprimir este inciso.





	- La indicación supresiva fue aprobada con la misma votación anterior.





	El inciso tercero  considera la rebaja de hasta en tres grados de las penas consideradas en los artículos anteriores si la mujer, en cualquier tiempo antes de la dictación de la sentencia de término del proceso que la afecta o pueda afectarle, o incluso antes de su inicio, coopera eficazmente con la autoridad administrativa, policial o judicial en diligencias que sirvan para determinar el cuerpo del delito o sus autores, cómplices o encubridores, o para impedir o prevenir la perpetración o consumación del delito.





	La mayoría de la Comisión compartió la idea de establecer, como atenuante calificada de responsabilidad, el arrepentimiento eficaz de la mujer, pero estimó que sólo se producirá cuando el cuerpo del delito, así como la participación ella, ya están acreditados, porque es dificil pensar que recurra a las autoridades si no ha sido descubierta, y podría prestarse para manipulaciones o extorsiones de quienes, habiendo participado en el delito, pretendan obtener dinero de sus co-partícipes a cambio de no denunciarlos.





	Estimó, por otra parte, que la rebaja de tres grados en la pena es excesiva, y que es preferible seguir el criterio contemplado en las leyes Nºs. 19.172, sobre arrepentimiento eficaz, y 19.366, sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, de reducirla en sólo dos grados.





	Además, decidió precisar que basta que la cooperación eficaz sirva para las finalidades que se señalan en el precepto, sin exigir que haya consistido en la realización de diligencias, que, por el mismo estado en que puede encontrarse la mujer, le sería dificultoso efectuar.  También prefirió aclarar que la eficacia de la cooperación para prevenir o impedir la perpetración o consumación de este delito, se refiere a otros delitos de aborto, y no a los hechos por la que se la inculpa, que ya se han consumado.





	- Con las adecuaciones antedichas, el inciso resultó aprobado por tres votos a favor, uno en contra y una abstención. Votaron favorablemente los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, en contra lo hizo el H. Senador señor Sule y el H. Senador señor Páez optó por la abstención.








Nº4)





	Reemplaza el actual artículo 345 -que pasa a ser 394 D- por otro, que establece que el facultativo que causare un aborto o coopere en él, incurrirá en las penas señaladas en el artículo 394 A, aumentadas en un grado, y multa de 500 unidades tributarias mensuales. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 21, le aplica además la pena de comiso, la que se hará efectiva sobre los bienes muebles e inmuebles utilizados para la comisión del delito y sobre los dineros que hubiere recibido para ello.





	El H. Senador señor Larraín presentó indicación para agregar un nuevo inciso que señala que el facultativo, cirujano o matrona que causare o contribuyere a causar un aborto por imprudencia temeraria en el desempeño de su profesión, incurrirá, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 490 del Código Penal, en la pena de presidio menor en su grado medio a máximo y multa de 150 unidades tributarias mensuales.





	La mayoría de los miembros de la Comisión estimó inconveniente regular la forma especial la pena de comiso, por las mismas razones que desechó incorporarla en el artículo 394 A.





	Consideró también que, al ubicar el delito de aborto entre aquellos que se cometen contra las personas, le sería aplicable los artículos 490 y 491 del Código Penal, ubicados dentro del Título X, relativo a los cuasidelitos.





	El primero de ellos castiga al que, por imprudencia temeraria, ejecutare un hecho que, si mediara malicia, constituiría un crimen o simple delito contra las personas, lo que hace juego con la tipificación del aborto, en cuya virtud se sanciona al que maliciosamente lo causare.





	El artículo siguiente sanciona al médico, cirujano, farmacéutico, flebotomiano o matrona que causare mal a las personas -entre las cuales queda ahora incluido el feto, para los efectos penales- por negligencia culpable en el desempeño de su profesión.





	En esas condiciones, el artículo 342 -nuevo 394 A- contempla la figura típica del aborto causado por un tercero con dolo directo -exigido por la voz "maliciosamente"-; el artículo 343 -que pasa a ser 394 B sin cambios- castiga el aborto violento cometido con dolo eventual, y, por último, el artículo 490 sancionará el aborto provocado culposamente.





	Tratándose de facultativos, su actuación dolosa se describe en el artículo 345 -nuevo 394 D- y la culposa en el artículo 491.





	El autor de la moción, atendidas esas reflexiones, retiró su indicación y se allanó al criterio mayoritario de mantener el actual tipo penal, cambiando la referencia al artículo que contiene las penas de presidio -como consecuencia de su cambio de numeración- y agregándole la pena de multa, que podrá fijarse por el tribunal entre las 100 y las 500 unidades tributarias mensuales.





	- Sometido a votación el artículo en la forma antedicha, resultó aprobado por tres votos contra uno. Votaron favorablemente los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, y en contra lo hizo el H. Senador señor Sule.








- - -








	En consecuencia, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, os recomienda que aprobéis el siguiente











PROYECTO DE LEY:








	"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:





	1.- Intercálase como párrafo 3 del Título VIII del Libro Segundo el párrafo 1 del Título VII del mismo Libro, pasando en consecuencia los artículos 342, 343, 344 y 345 a ser artículos 394 A, 394 B, 394 C y 394 D, respectivamente.





	Los actuales párrafos 3, 4, 5, 6, 7 y 8 del referido Título VIII pasarán a ser párrafos 4, 5, 6, 7, 8 y 9, respectivamente.








	2.-  Sustitúyese el artículo 342, que pasa a ser 394 A, por el siguiente:





	"Artículo 394 A.-  El que maliciosamente causare un aborto será castigado:





	1º Con la pena de presidio mayor en su grado mínimo a medio y multa de cien a trescientas unidades tributarias mensuales, si ejerciere violencia en la persona de la mujer embarazada.





	2º Con la pena de presidio mayor en su grado mínimo y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales, si, aunque no la ejerza, obrare sin consentimiento de la mujer.





	3º Con la pena de presidio menor en su grado máximo y multa de cien a trescientas unidades tributarias mensuales, si la mujer consintiere.".








	3.- Sustitúyese el artículo 344, que pasa a ser 394 C, por el siguiente:





	"Artículo 394 C.-  La mujer que causare su aborto o consintiere que otra persona se lo cause, será castigada con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo.





	La pena indicada en el inciso anterior se podrá rebajar hasta en dos grados, si la mujer, en cualquier tiempo antes de la dictación de la sentencia de término en el proceso que la afecta, coopera eficazmente con la autoridad administrativa, policial o judicial, para determinar el cuerpo del delito o sus autores, cómplices o encubridores, o para prevenir o impedir la perpetración o consumación del delito de aborto.".





	4.- Reemplázase en el artículo 345, que pasa a ser 394 D, la oración "las penas señaladas en el artículo 342, aumentadas en un grado" por la siguiente: "las penas de presidio señaladas en el artículo 394 A, aumentadas en un grado, y multa de cien a quinientas unidades tributarias mensuales".








- - -




















	Acordado en las sesiones celebradas los días 16 de agosto de 1994, con asistencia de los HH. Senadores señores Sergio Díez Urzúa (Presidente), Sergio Fernández Fernández, Hernán Larraín Fernández y Adolfo Zaldívar Larraín, y 4 de abril y 16 de mayo de 1995, con asistencia de los HH. Senadores señores Miguel Otero Lathrop (Presidente), Sergio Fernández Fernández, Juan Hamilton Depassier (Sergio Páez Verdugo), Hernán Larraín Fernández y Anselmo Sule Candia.





	Sala de la Comisión, a 6 de junio de 1995.






































	JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA


	Secretario
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RESEÑA











I.	BOLETIN Nº: 1302-07








II.	MATERIA: Proyecto de ley que modifica el Código Penal, aumentando la penalidad para el caso de comisión del delito de aborto.








III.	ORIGEN: Moción del H. Senador señor Hernán Larraín F.








IV.	TRAMITE CONSTITUCIONAL: Primer trámite.








V.	APROBACION POR LA CAMARA DE DIPUTADOS: No hay.








VI.	INICIO TRAMITACION EN EL SENADO: 2 de agosto de 1994.








VII.	TRAMITE REGLAMENTARIO: Primer informe.








VIII.	URGENCIA: Sin urgencia.








IX.	LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA:  





	- El Código Penal, artículos 342 a 345.


	- El Código Civil, artículos 55, 74 y 75.








X.	ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO:





	Un artículo, dividido en cuatro números.








XI.	PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISION:





	1.- Trasladar la ubicación del delito de aborto en el Código Penal, desde el Título en que se tratan los delitos contra el orden de las familias y la moralidad pública, al Título que se refiere a los delitos contra las personas.





	2.- Modificar sus penas, en el sentido de aumentar las penas privativas de libertad, y agregar la pena de multa para los terceros que cometan este delito.





	3.- Incorporar el arrepentimiento eficaz, como circunstancia atenuante de responsabilidad de la mujer que comete aborto o permite que se lo causen.








XII.	NORMAS DE QUORUM ESPECIAL:  No tiene.








XIII.	ACUERDOS: 





	Aprobado en general por unanimidad (4-0).

















                                                JOSE LUIS ALLIENDE LEIVA


                                   Secretario











Valparaíso, 6 de Junio de 1995.
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